	Fecha
	4 de junio de 1951
	Sesión número
	29

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MARTÍN AVILÉS CARRERA

	Recurrido: GOBERNADOR DE PUNTARENAS

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que se violentó su derecho de propiedad debido a la apertura de un trillo por orden del recurrido.

	Respuesta del recurrido: Su única intervención en el asunto se concretó a ordenar al Jefe Político de Buenos Aires levantar una información sobre un acceso solicitado por varios vecinos.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (la orden no emanó del recurrido).


Nº 29
Sesión Ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día cuatro de junio de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Ávila, Monge, Fernández Hernández, Valle, Castillo, Trejos, Acosta, Fernández Porras y Gólcher.

Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por MARTÍN AVILÉS CARRERA contra el señor Gobernador de la Provincia de Puntarenas, en el cual dice el recurrente: que desde hace más de cinco años es propietario de un terreno situado en el Distrito de Potrero Grande de Buenos Aires; que tanto su vendedor como él, el recurrente, lo han venido poseyendo quieta, pública y pacíficamente, y disfrutando de un trillo netamente privado, dentro de esa heredad, que conduce a un río del cual extrae agua; que a pesar de eso, el referido funcionario impartió instrucciones al señor Agente Principal de Policía del lugar para que abriera el trillo para uso de particulares, lo que motivó que hasta le cortaran los alambres de la cerca que cierra el terreno; que en consecuencia, ha sido infringido el artículo 45 de la Constitución Política. Solicitado informe al señor Gobernador de la Provincia de Puntarenas, este funcionario manifiesta que le ha sorprendido la aseveración del recurrente, pues su única intervención en el asunto se limitó a dar instrucciones al Jefe Político de Buenos Aires, a fin de que levantara la información solicitada por vecinos interesados en que el recurrente les diera paso por su finca; que el expediente llegó a la Gobernación con fallo favorable al señor Avilés, pero que habiendo sido solicitado por el Ministerio de Gobernación, lo remitió a esta dependencia; que el Ministerio nunca devolvió el expediente, y que cuando el Alcalde de Buenos Aires se lo pidió para resolver una apelación interpuesta sobre el mismo asunto, lo solicitó al Ministerio pero no le fue devuelto. Por auto de las once horas del veintidós de mayo último, y de conformidad con lo resuelto por esta Corte, se comisionó al Alcalde de Buenos Aires para que practicara la averiguación del caso e informara, todo de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley de Amparo. El Alcalde informa que “que con base en la declaración del Caminero Cantonal del lugar falló el negocio ordenando la apertura del camino, pero en el entendido de que debía de tomar la vía respectiva para la adquisición de la faja de terreno, valorándola para que fuera reconocido su valor a Avilés”. Remitió también el Alcalde unas diligencias, en las que aparece un fallo que anula la resolución del Jefe Político de Buenos Aires de que antes se hizo referencia. Previa discusión se acordó: declarar sin lugar el recurso porque de las diligencias remitidas por el Alcalde y del informe de este funcionario, aparece que el caso está sub judice y que la orden de que se queja el recurrente no emanó del señor Gobernador de Puntarenas, sino de la sentencia dictada por una autoridad judicial, caso en el que, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 3°, inciso b) de la Ley de Amparo, no proceden recursos de esta naturaleza.
